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Uno de los problemas más graves del  mundo  contemporáneo  es  la  degradación ambiental. 
El Ecuador con la Constitución que nos rige desde octubre de 2008, ha consagrado un 
paradigma ambiental que debe aplicarse transversalmente en todas las actividades que 
desarrollen en  el  territorio  nacional.  El nuevo enfoque ecológico constitucional se materializa 
a través de una amplia gama de derechos ambientales y mediante  la  innovación  que  
representa  los  derechos  de  la  naturaleza,  debiendo señalarse que tanto los derechos 
ambientales humanos, como los derechos de la naturaleza deben ser ejercidos dentro del 
marco del desarrollo sustentable, fórmula adoptada  por  el  nuevo  orden  constitucional  para  
establecer  las  relaciones  entre economía  y  ambiente.  La contratación pública,  pese  a  su  
significativa  relevancia económica  y  social  no  cuenta  con  un  marco  jurídico  específico  
que  viabilice  la concreción de los postulados ambientales constitucionales, lo que ha 
ocasionado que, aunque el Art. 288 de la Constitución de la República disponga 
expresamente que las compras públicas en el Ecuador se deben hacer con criterios de 
responsabilidad ambiental, dicho mandato sea ignorado en la práctica contractual diaria. La 
contratación pública en el Ecuador debe rápidamente caminar hacia la sustentabilidad, pero 
para eso el primer paso es dotarla de un marco jurídico adecuado que introduzca la variable 
ambiental en todas las etapas de los procesos contractuales, generando así seguridad jurídica  
para  el  Estado  y  los  contratistas,  garantizando  los  derechos  ambientales humanos y los 
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derechos de la naturaleza, la institucionalidad del país y contribuyendo al fortalecimiento del 
modelo de desarrollo sustentable. 




Environmental degradation is one of the most serious problems in the contemporary world.  
Ecuador with  the  Constitution  that  governs  us  since  October  2008,  has established an 
environmental paradigm that must be applied transversally in all the activities that are carried 
out in the national territory. The new constitutional ecological approach is materialized through 
a wide range of environmental rights and through innovation that represents the rights of 
nature, and it should be noted that both human environmental rights and the rights of nature 
must be exercised within the framework of the  sustainable  development,  formula  adopted  
by  the  new  constitutional  order  to establish the relations between economy and 
environment. Public procurement, in spite of its significant economic and social relevance, 
does not have a specific legal framework that allows for the realization of constitutional 
environmental postulates, which has meant that, although Article 288 of the Constitution of the 
Republic expressly stipulates that Public purchases in Ecuador must be made with criteria of 
environmental responsibility, that mandate be ignored in daily contractual practice. Public 
procurement in Ecuador must quickly move towards sustainability, but for that the first step is 
to provide it with an adequate legal framework that introduces the environmental variable in all 
stages of the contractual processes, thus generating legal security for the State and 
contractors guaranteeing human environmental rights and the rights of nature, the 
institutionalist of the country and contributing to the strengthening of the sustainable 
development model. 
KEYWORDS: Constitution; Public Contracting; Environmental Rights; Law; Sustainability. 
  
INTRODUCCIÓN 
La presente ponencia destaca parte del trabajo investigativo realizado por el autor en la 
elaboración de su tesis denominada: “Regulación Ambiental y Contratación Pública en el 
Ecuador” aprobada con “Distinción” en el año 2017, previa la obtención del Título de Magister 
en Derecho de la Contratación Pública, por la Universidad Andina Simón Bolívar, con sede en 
la ciudad de Quito.  
El tema central de este trabajo es demostrar la necesidad de que la contratación pública en el 
Ecuador sea ejecutada en sus diferentes fases con criterios de responsabilidad ambiental, 
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conforme lo dispuesto en el Art. 288 de la Constitución de la República, caminando así, en 
esta importante área de la actividad nacional hacia  el modelo sustentable de desarrollo 
garantizado por el numeral 1 del Art. 395 de la Constitución de la República. La hipótesis 
principal de este trabajo es que la Constitución que nos rige desde octubre de 2008 proyecta 
un nuevo paradigma ambiental con el cual, el sistema nacional de contratación pública no 
guarda armonía, siendo necesario reformarlo primeramente en su componente normativo, 
para evitar incongruencias que lesionen derechos, ocasionen graves  responsabilidades  y  
contravengan  el  ideal  constitucional  de  desarrollo sustentable.  
Para demostrar la hipótesis descrita se tratará primeramente de bosquejar en síntesis el 
paradigma ambiental diseñado por la Constitución de 2008, en segundo término, se 
propondrán  las  medidas  normativas  que  permitan  ejecutar  en  la  práctica  el mandamiento 
constitucional de que las compras públicas en el Ecuador se realicen con criterios de 
responsabilidad ambiental; y, finalmente se expondrán las conclusiones de este trabajo, 
tendientes a consolidar una contratación pública sustentable.     
  
MÉTODOS 
Para el desarrollo de la investigación fueron empleados los siguientes métodos: 1)- método 
histórico para identificar las principales líneas de desarrollo del pluralismo jurídico y el 
reconocimiento de los derechos individuales y colectivos de los pueblos indígenas, así como 
la atribución de funciones jurisdiccionales a sus autoridades;  2)- análisis lógico aplicado a la 
definición de los conceptos y variables fundamentales relacionadas con el tema para 
determinar sus peculiaridades y posibles interrelaciones; y para la interpretación de los 
operadores deónticos utilizados para reconocer los derechos de los pueblos indígenas y la 
atribución de funciones jurisdiccionales a sus autoridades; 3)- análisis exegético jurídico en la 
interpretación de disposiciones jurídicas y decisiones jurisdiccionales que configuran el 
régimen jurídico de los derechos de los pueblos indígenas y la jurisdicción especial atribuida 
a sus autoridades, a los fines de identificar los elementos principales a tener en cuenta para 
su realización efectiva y su inserción en el ordenamiento jurídico estatal;  4)- método de 
análisis   jurídico-comparado aplicado a   disposiciones jurídicas ecuatorianas,  extranjeras  e  
internacionales  para  caracterizar,  de  acuerdo  con parámetros  de  comparación  
previamente  establecidos,  los  elementos  principales relacionados con los derechos 
individuales y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, así como las funciones 
jurisdiccionales asignadas a sus  5)- como técnica de investigación científica se utilizó el 
análisis de documentos, para determinar las tesis básicas de los estudios consultados sobre 
el tema; dentro de esta técnica tuvo especial aplicación el análisis de contenido, aplicado a 
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diferentes fuentes documentales relacionadas con los derechos de los pueblos indígenas y la 
jurisdicción especial de sus autoridades. 
 
RESULTADOS 
1.- EL NUEVO PARADIGMA AMBIENTAL DE LA CONSTITUCIÓN DE 2008  
Una de las características prominentes de la Constitución de la República, que nos rige desde 
octubre de 2008 es la de constituir a la protección ambiental como uno de sus puntos 
cardinales en todo su texto, para cuyo efecto el constituyente ha incluido numerosas 
disposiciones constitucionales que abordan directa o indirectamente el tema 1 En el 
preámbulo de la Constitución de la República, el constituyente enuncia las características de 
la sociedad que se desea construir y define como la primera: “Una nueva forma de convivencia 
ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak 
kawsay”. (Ecuador, 2008).  
Esta  nueva  convivencia  ciudadana  debe  hacerse  en  armonía  con  la  naturaleza, 
respetándola  íntegramente,  lo  cual  en  el  fondo  constituye  un  cambio  conceptual respecto 
a la naturaleza, a la cual la Constitución le ha reconocido como titular de derechos y con ello 
una categoría jurídica superior a la de simple cosa.  
1.1. El sumak kawsay y su componente ambiental.  
El buen vivir, sumak kausay, es el objetivo principal configurado por el constituyente y aunque 
en el texto constitucional no hay un concepto específico que lo defina, las ideas expresadas 
por el economista Alberto Acosta, exteriorizan una clave para entenderlo:   
Dejemos sentado desde el inicio que el Buen Vivir se presenta como una oportunidad para 
construir colectivamente una nueva forma de vida. No es un recetario plasmado en unos 
cuantos artículos constitucionales y tampoco se trata simplemente de un nuevo régimen de 
desarrollo. El Buen Vivir, en esencia, es el proceso de vida que proviene de la matriz 
comunitaria de pueblos que viven en armonía con la Naturaleza. (Acosta, 2012)  
1.2.   Biocentrismo en lugar de antopocentrismo   
En esencia, el biocentrismo se fundamenta en la idea de que todo ser vivo debe ser tratado 
con igual consideración y respeto, en la medida en que todos los seres vivos comparten el 
mismo valor. La persona humana según, el biocentrismo, no es la única que puede reivindicar 
un trato preferente, pues se encuentra inmersa en un sistema más complejo que la contiene 
y del que además depende, de ahí que los seres humanos no son más  que  una  parte  
importante,  pero  parte  al  fin  de  la  naturaleza,  debiendo destacarse  que,  la  naturaleza  
puede  existir  sin  la  presencia  humana,  pero no  al contrario. (Benavides, 2013)  
Uniandes EPISTEME. Revista digital de Ciencia, Tecnología e Innovación 




Partiendo de estas reflexiones, la consecuencia jurídica razonable es que la naturaleza como 
un todo que contiene la vida en el planeta tiene derechos que deben ser protegidos por el 
Estado y respetados por todos los ciudadanos que habitan en su territorio, 
independientemente de la utilidad económica que puedan generar.   
1.3.  La naturaleza como titular de derechos  
  En una búsqueda temática realizada por el autor para la elaboración de este trabajo se han 
detectado en la Constitución de la República 44 artículos que se ocupan directamente del 
tema ambiental. Los artículos con contenido ambiental directo son:  3.5; 10; 14; 15; 27; 32; 
57.8; 59; 66.27; 71; 72; 73; 74; 83.6; 258; 259; 267.4; 276.4; 277.1; 283; 284.9; 288; 290.2; 
291; 310; 313; 315; 317; 318; 321; 323; 347.4; 376; 385; 389; 395.1.2.3.4; 396; 397.1.2.3.4.5;  
398; 399; 403; 406; 409; y, 423.  
La titularidad de los derechos de la naturaleza está categóricamente reconocida en el inciso 
segundo del artículo 10 de la Constitución de la República que claramente manifiesta:  “La  
naturaleza  será  sujeto  de  aquellos  derechos  que  le  reconozca  la Constitución” y los 
artículos que corren del 71 al 74 enuncian expresamente esos derechos.   
La dignidad de la naturaleza se sustenta en la teoría de que ésta es un ser vivo organizado 
con fines propios y que en consecuencia no es únicamente un medio utilizable por el ser 
humano. El derecho subjetivo de la naturaleza se afinca, siguiendo el pensamiento de Luigi 
Ferrajoli, en su reconocimiento por norma expresa, que en este caso es nada menos que la 
Constitución de la República. El atributo de capacidad jurídica tiene soporte, en tanto es 
evidente que los derechos se pueden ejercer a través de representación legal o tutelada, lo 
cual no enerva al derecho en sí mismo, como sucede con el tratamiento de las personas 
jurídicas, que siendo una ficción y no teniendo materialidad, tienen representación y 
protección jurídica. La igualdad significa que se reconoce  la  comparabilidad  entre  sujetos  
vivos  dentro  de  cuya  categoría  está  la naturaleza conforme el texto del inciso primero del 
artículo 71 CRE. (Benavides, 2013)  
2.- La Contratación Pública con Responsabilidad Ambiental.   
El Art. 288 CRE determina que las compras públicas en el Ecuador deben cumplir con criterios 
de responsabilidad ambiental. En  el  artículo  denominado:  El  fundamento  constitucional  
de  la  nueva  economía, elaborado por Agustín Grijalva y Julio César Trujillo, (Grijalva & 
Trujillo, 2012) se esclarece en que consiste el sistema económico, social y solidario postulado 
por el Art. 283 CRE y se profundiza en los principios que sustentan tal sistema de los cuales, 
para el objeto de este trabajo, nos referiremos al principio que los autores denominan de 
armonía con la naturaleza.  
Conforman este principio varias ideas centrales, la primera es que el desarrollo y el sistema 
económico no pueden ser asumidos como procesos externos o aislados de la naturaleza, 
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pues  los  procesos  económicos  se  generan  siempre  en  el  marco  de ecosistemas, 
existiendo por tanto una relación intrínseca y estructural entre economía y naturaleza, relación 
en la cual no puede reducirse a la naturaleza a simple fuente de recursos naturales 
aprovechables en el proceso productivo, sino que ésta debe ser respetada en sus derechos. 
(Grijalva & Trujillo, 2012). 
Bajo este enfoque, el primer bloque de derechos que se debe respetar en la contratación 
pública es el conformado por los derechos de la naturaleza, lo que implica un respeto implícito 
a los derechos ambientales humanos individuales y colectivos.   
La contratación pública es una actividad de enorme importancia económica en  el  país,  que  
en  el  año  2014  representó  el  8.11  %  del  PIB  y  ocupó aproximadamente el 24% del 
Presupuesto General del Estado (Servicio Nacional De Contratación  Pública,  Presentación  
de  Rendición  de  Cuentas,  2014),  pero  su relevancia no estriba únicamente en las inmensas 
cifras que se manejan en ella, sino que,  conceptualmente  debe  mirársela  como  una  
herramienta  eficaz  para  la realización del interés público, (Gonzales, 2011) por lo tanto las 
compras públicas en el Ecuador no solo deben respetar los derechos ambientales sino que lo 
deseable sería que se constituyan en instrumento de política ambiental.   
3.- Como implementar el mandato constitucional del art. 288 CRE.  
3.1.- El principio de responsabilidad ambiental en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública (LOSNCP)  
Jurídicamente, los principios no son declaraciones líricas sino normas positivas de orden 
superior que condicionan el contenido de la normativa en una materia determinada, en tal  
razón,  si  se  quiere  introducir  adecuadamente  el  componente  ambiental  como elemento 
constitutivo del Sistema Nacional de Contratación Pública, lo primero que se debe hacer es 
añadir en el Art. 4 de la LOSNCP un principio que permita su articulación armónica al sistema, 
tal principio es el de responsabilidad ambiental que se sugiere adicionarlo a la norma referida 
de la siguiente manera:   
Art.4.- Principios. - Para la aplicación de esta Ley y de los contratos que de ella deriven, se  
observarán  los  principios  de  legalidad,  trato  justo,  igualdad,  calidad,  vigencia tecnológica,  
oportunidad,  concurrencia,  transparencia,  publicidad;  responsabilidad ambiental; y, 
participación nacional.  
3.2.- Comprar solo lo necesario  
La fiebre consumista no afecta únicamente a los particulares, todos conocemos la expresión 
elefantes blancos acuñada para referirse a las construcciones suntuosas o a las compras 
absurdas efectuadas por el Estado, que se originan en falta de adecuada planificación o en 
intereses ajenos al bien común. La austeridad estatal es un imperativo económico, pero 
también un valioso componente de la contratación pública sustentable, que debería 
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implementarse a través de informes técnicos del área requirente en los cuales se fundamente 
debidamente la necesidad ineludible de la compra, antes de insertarse en los planes anuales 
de contratación de las entidades contratantes.  
El inciso final del Art. 22 de la LOSNCP dispone: “El contenido del Plan de contratación y los 
sustentos del mismo se regularán en el Reglamento de la presente Ley.”  
Los artículos 25 y 26 del RGLOSNCP, se refieren al Plan Anual de Contratación, sin embargo 
en ellos no existen disposiciones que obliguen a las entidades contratantes a contar con un 
sustento técnico que justifique la necesidad imprescindible de la cada contratación, omisión 
que se debe remediar en orden a implementar operativamente la austeridad estatal y la 
consiguiente institucionalización de  la contratación sustentable.  
Se propone añadir el siguiente inciso a continuación del inciso primero del Art. 25 del 
RGLOSNCP: “La contratación de cada obra, bien y servicio, incluidos los de consultoría, que 
consten en el plan anual de contratación de cada entidad, deberá contar con un informe previo 
debidamente motivado que justifique la necesidad imprescindible de la contratación.”  
3.3.- La definición del objeto del contrato con criterios de sustentabilidad  
Una vez justificada la necesidad de la contratación, es posible a través de la definición del  
objeto  del  contrato  contribuir  a  la  contratación  sustentable,  estableciendo características 
técnicas ambientalmente convenientes para la obra, bien o servicio que el Estado necesita 
contratar.  
Dos son los mecanismos que se pueden implementar para dicho efecto, el primero consiste 
en detallar las características técnico-ambientales del objeto del contrato y el segundo, 
funcional, es determinando los efectos ambientales que se desea obtener del objeto de la 
contratación. (Gonzales, 2011)   
En  el  primer  caso  se  puede  estipular  que  la  obra,  bien  o  servicio  cuente  con 
componentes que apunten a una menor afectación ambiental, por ejemplo, que no se utilicen 
maderas de comercialización  ilegal para construir una obra, que el papel adquirido por la 
entidad sea reciclado, o que en el caso de consultoría se cuente con criterios ambientales 
para su elaboración.   
En el segundo caso, se debe tomar en cuenta los criterios de funcionalidad ambiental, para 
citar un ejemplo, el diseño arquitectónico de un edificio público debería aprovechar la mayor 
cantidad de luz solar para evitar el consumo de energía eléctrica en alumbrado y debería 
contar con urinarios que no necesiten de flujo de agua para su evacuación.    
No existe pues al momento una base legal que sustente una definición del objeto del contrato 
con criterios técnicos ambientales, omisión que puede corregirse adicionando en el Art. 20 del 
RGLOSNCP un precepto que faculte al SERCOP para incluir en sus modelos especificaciones 
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técnicas y términos de referencia de orden ambiental y a las entidades  contratantes  la  
elaboración  de  pliegos  que  incluyan  un  componente ambiental.  
3.4.- Preferencia para ofertas ambientalmente convenientes  
Para efectivizar la preferencia por obras, bienes y servicios ambientalmente sustentables se 
propone introducir en la LOSNCP el siguiente artículo a continuación del  Art.  25.2  de  la  
LOSNCP:  “Art...  Preferencia  a  bienes,  obras  y  servicios ambientalmente sustentables. - 
En todos los procedimientos previstos en la presente ley, se preferirá al oferente de bienes, 
obras o servicios que incorpore componentes que garanticen la calidad ambiental de su 
prestación, aplicando para el efecto márgenes de preferencia proporcionales y técnicamente 
justificados sobre otros oferentes” Implementar esta reforma además de contribuir a la 
contratación sustentable podría generar efectos positivos en el mercado, en razón de que los 
proveedores, con el objeto de aprovechar esta preferencia contractual optimizarían sus 
capacidades técnicas orientándolas a ofrecer productos con mayor calidad ambiental.  
3.5.- Selección de contratistas  
La selección de contratistas en función de su capacidad técnica o sus deméritos ambientales 
es otro de los mecanismos que se pueden adoptar para impulsar la contratación pública 
sustentable en el Ecuador.  
Dos criterios se pueden adoptar como mecanismos para impulsar la contratación pública 
sustentable en base a la selección de los contratistas, en primer lugar una evaluación que 
permita asegurar que la capacidad del contratista le permita cumplir con las obligaciones 
ambientales del contrato, valorando su experiencia y su capacidad técnica y en segundo 
término, la aptitud ambiental del contratista que deberá acreditar que no ha sido sancionado 
por infracciones ambientales.  
Esta modalidad de valoración no se enfoca en la oferta sino en  las condiciones personales  
del  oferente,  en  su  preparación  técnica  y  su historial  profesional,  por ejemplo,  si  se  
necesita  contratar  la  construcción  de  un  aeropuerto  en  las  Islas Galápagos,  deberá  
tomarse  en  cuenta  la  experiencia  que  el  oferente  tenga  en construcción de obras similares 
en lugares de alta sensibilidad ambiental así como también la capacidad técnica que acredite, 
con el fin de asegurar la menor afectación ambiental posible en la ejecución del proyecto.  
En cuanto a la aptitud ambiental de los oferentes es necesario que se valore su record 
ambiental, garantizándose que el contratista que resulte adjudicado no ha recibido sanción 
ejecutoriada civil, administrativa o penal por infracciones ambientales, por lo menos mientras 
tales sanciones no se hubieren extinguido.  
Para descalificar a un oferente por infracciones ambientales es necesario introducir en el Art. 
62 de la LOSNCP una causal de inhabilidad general para contratar, que prohíba la celebración 
de contratos previstos en la LOSNCP a aquellas personas naturales o jurídicas que hubieren 
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recibido sanción civil, penal o administrativa ejecutoriada por daños ambientales mientras 
dicha sanción no se hubiere extinguido.  
Esto porque la inhabilidad general propuesta representa una discriminación legalmente 
impuesta, una especie de sanción administrativa, que si no tiene su origen en el texto de la 
ley se podría catalogar como una vulneración a la garantía de reserva de ley 2  
3.6.- Terminación unilateral del contrato por daño ambiental  
El daño ambiental es el impacto ambiental negativo irreversible en las condiciones 
ambientales presentes en un espacio y tiempo determinado, ocasionado durante el desarrollo 
de proyectos o actividades, que conducen en un corto, mediano o largo plazo a un 
desequilibrio en las funciones de los ecosistemas y que altera el suministro de servicios y 
bienes que tales ecosistemas aportan a la sociedad  y que además, para producir efectos 
jurídicos debe ser causado por el ser humano, se debe probar su existencia, debe ser 
antijurídico y además relevante.   
El daño ambiental al causar impactos ambientales negativos irreversibles produce tres efectos 
jurídicos de considerable importancia: a) lesiona los derechos ambientales reconocidos 
constitucionalmente; b) atenta contra el principio de desarrollo sustentable. El artículo 76.3 de 
la Constitución de la República dispone: “Art. 76.- En todo proceso en que se determinen 
derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas: [ …] 3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por 
un acto u omisión que, al momento de cometerse, no esté tipificado en la ley como infracción 
penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista en la 
Constitución o en la ley. […] que es el modelo adoptado por la Constitución de la República; 
y, c) al ser producido en razón de la ejecución de un contrato administrativo, el objetivo final 
de éste, que es alcanzar los fines del Estado contando con la participación de los particulares. 
Los recursos estatales deben invertirse en beneficio de la ciudadanía, no deben destinarse a 
actividades que lesionen sus derechos.   
Son estas tres razones de fondo las que justifican jurídicamente la terminación unilateral de 
contratos administrativos cuando en su ejecución se produzcan daños ambientales.  
Esta causal de terminación unilateral del contrato, por constituir una sanción para los 
contratistas, en razón de la reserva de ley consagrada en el Art. 76.3 de la Constitución de la 
República debe constar expresamente en la LOSNCP, concretamente en el Art. 94 número 1, 
cuyo texto se sugiere sea innovado de la siguiente manera:   
Art. 94.- Terminación Unilateral del Contrato.- La entidad contratante podrá declarar terminada 
anticipada y unilateralmente los contratos a que se refiere esta Ley, en los siguientes 
casos:[…] 1. Por incumplimiento del contratista o daño ambiental causado por éste en la 
ejecución del contrato, debidamente calificado por el Ministerio del Ambiente. […]  
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Hasta  aquí  las  principales  innovaciones  normativas  planteadas  con  el  objeto  de impulsar 
una contratación pública sustentable en el Ecuador. 
Esta investigación ha permitido determinar que existe un paradigma jurídico ambiental 
bosquejado por la Constitución de la República, el cual debe respetarse en los procesos de  
contratación  pública  en  el  Ecuador,  para  cuyo  efecto  es  necesario  introducir innovaciones  
normativas  que  permitan  implementar  en  el  ámbito  nacional  una verdadera “contratación 
pública sustentable” y lo que es más se han podido determinar claramente cuáles son las 
normas que deberían reformarse y en que consiste la reforma requerida. 
 
DISCUSIÓN 
Es necesario resaltar que este es un ámbito en el cual nada o muy poco se ha investigado en 
el Ecuador, pese a la formidable importancia social y económica que representa la 
contratación pública en el país.  
Son aspectos novedosos de esta ponencia el planteamiento concreto de reformas legales  a  
la  Ley  Orgánica  del  Sistema  Nacional  de  Contratación  Pública  y  a  su Reglamento 
General, que si se llevaran a la práctica contribuirían a consolidar un sistema de compras 
públicas sustentable en el Ecuador.  
 
CONCLUSIONES  
Actualmente, la crisis ambiental es una verdadera amenaza contra la supervivencia de todas 
las especies vivas que existen en el planeta, frente a la posibilidad cierta de extinción, la 
Constitución ecuatoriana ha diseñado un nuevo paradigma ambiental cimentado en tres 
conceptos esenciales: a) Buen vivir, Sumak Kawsay, b) Biocentrismo; y, c) Lo derechos 
ambientales de la naturaleza, de  los seres humanos y de  las colectividades, que deben 
respetarse y ejercerse en el marco del principio de desarrollo sustentable. El reto es llevar el 
nuevo paradigma ambiental constitucional a la práctica en  todas  las  actividades  productivas  
que  se  desarrollen  en  el  territorio  nacional, incluyendo por supuesto la contratación pública, 
lo cual al momento no se está haciendo.  
La contratación pública ecuatoriana no está sintonizada con el paradigma ambiental 
constitucional, generando inconsistencias jurídicas formales y vulnerando la institucionalidad 
del país, lo cual puede propiciar una triple la vulneración de derechos ambientales (de la 
naturaleza, de las personas y de las colectividades), con serias responsabilidades para el 
Estado, sus funcionarios y los contratistas y contraviniendo abiertamente el modelo de 
desarrollo sustentable postulado por la Constitución de la República, como se ha demostrado 
con los casos de jurisprudencia analizados.      
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Para alcanzar una propuesta de solución viable al problema contratación pública – ambiente, 
es necesario primeramente visibilizarlo, exponiendo el ideal ambiental de la Constitución y 
presentando opciones normativas que permitan cristalizar ese ideal, introduciendo el 
componente ambiental en todas las etapas de los contratos públicos, que como se ha visto 
pueden implementarse desde el momento mismo de la decisión de contratar, pasando por la 
definición de su objeto, la selección de contratistas, la adjudicación del contrato con 
preferencia a ofertas ambientalmente convenientes, el control ambiental durante su ejecución 
y la terminación unilateral de contratos, esferas en las cuales se puede y debe introducir el 
tema ambiental, comenzando por supuesto con la adición del principio de responsabilidad 
ambiental en el Art. 4 de la LOSNCP, que contiene los principios rectores de la contratación 
pública.   
Las reformas normativas propuestas, si bien son el punto de partida para una reforma integral  
que  nos  conduzca  hacia  una  contratación  pública  sustentable,  no  serán suficiente si no 
se existe de por medio una vigorosa voluntad política que anime la reforma  que  debe  ser  
acompañada  de  la  indispensable  provisión  de  recursos económicos,  técnicos  y  humanos  
que  permitan  que  las  entidades  contratantes implementen exitosamente la variable 
ambiental en sus procesos contractuales.  
La contratación pública sustentable es un imperativo constitucional y doctrinario, con 
posibilidad cierta, debiendo señalarse que en nuestro país el camino de la reforma legal puede   
ser conceptualmente fácil, pues contamos con una Constitución que prácticamente nos obliga 
dar este paso.  
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